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Presentación
ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR



 


Es indudable que México necesita, de manera urgente, un cambio de rumbo. La apuesta de nuestro movimiento es llevar a cabo, por la vía pacífica y con la participación de la gente, una transformación profunda de la vida nacional.


Antes de 2006, durante la campaña por la Presidencia de la República, presentamos un Proyecto Alternativo de Nación que reunió propuestas de cambio en el terreno económico, político y social para enfrentar los grandes y graves problemas nacionales.


El proyecto ha sido revisado y puesto al día con aportaciones de un grupo de intelectuales, académicos y especialistas que han profundizado en los temas, las ideas y las opciones que existen para frenar la decadencia, regenerar la vida pública y lograr el renacimiento de México.


El presente libro, en más de un sentido, es una obra colectiva. Es fruto de un ejercicio de reflexión y diálogo colegiados, de una participación democrática, de una consulta nacional que convocamos para ese propósito. La primera versión fue presentada para su análisis en julio de 2010; con posterioridad se organizaron foros y mesas de debate en todo el país que enriquecieron su alcance y contenido.


En esencia, se propone un camino del todo nuevo, alejado de la política de pillaje, de la explotación irracional de los recursos naturales y de la concentración desmedida de la riqueza a costa del sufrimiento de la inmensa mayoría de los mexicanos.


En este texto se da respuesta a quienes, por desconocimiento o conveniencia, sostienen que “no hay de otra” y pretenden mantener el actual modelo neoliberal a pesar de la destrucción del país, reflejada en la pérdida de oportunidades, empobrecimiento, inseguridad, violencia y desesperanza.


Se reafirma que tenemos una agenda propia, apegada a nuestra realidad histórica, que recoge los intereses ciudadanos y los verdaderos sentimientos populares, sin aceptar falsas premisas o recetas dictadas por organismos financieros internacionales, diseñadas sólo para satisfacer ambiciones de minorías rapaces, nacionales y extranjeras.


Este Nuevo Proyecto de Nación se presenta al mismo tiempo que se construye, desde abajo y con la gente, un movimiento para la regeneración nacional. De esta forma, se busca poner en correspondencia el pensamiento y la acción, las ideas y el trabajo que realizan millones de mexicanos, mujeres y hombres, para transformar el país. Este proyecto está concebido para que lo pongan en práctica todos aquellos mexicanos comprometidos con el país, con el bienestar de la población, con valores morales solidarios y fraternos, con ideas a favor de la democracia, la justicia, la libertad y la defensa de la soberanía nacional.


Agradezco a todos los que han contribuido con sus ideas y propuestas; en especial, valoro mucho la participación de intelectuales y académicos independientes, hombres y mujeres que decidieron apoyar en la elaboración de este histórico documento. Y, desde luego, mi gratitud a quienes han hecho el trabajo de recopilación, de acercamiento de las distintas visiones para integrarlas en un proyecto común.


Como representante del Movimiento Regeneración Nacional (Morena) hago el compromiso no sólo de postular este proyecto, sino de llevarlo a la práctica cuando instauremos un gobierno del pueblo y para el pueblo.










Introducción


 


México está en una encrucijada, en un fin de época, y de lo que hoy hagamos o dejemos de hacer dependerá nuestro futuro como nación.


En los dos siglos que tenemos de ser independientes, pocas veces, como ahora, había estado en riesgo nuestra viabilidad como nación libre y soberana: enfrentamos una crisis económica y de seguridad, pero también social, política, cultural, moral, humanitaria.


El presente atolladero es resultado de la rapacidad y corrupción de una minoría que secuestró nuestras instituciones políticas e impuso un modelo económico neoliberal que le ha permitido saquear los bienes nacionales y en muchos casos entregarlos a intereses extranjeros. Con el pretexto de promover el mercado y la globalización, la mafia en el poder se adueñó de los recursos naturales y del patrimonio de los mexicanos, concentrando como nunca la riqueza, a costa de la pobreza o la miseria de la mayoría de la población, cancelando el futuro de millones de jóvenes y niños.


Pese al daño causado, la oligarquía se niega a cambiar de rumbo, y sus voceros en los medios de comunicación masiva tratan de convencernos de que el único camino es continuar con el régimen de corrupción y privilegios. La minoría antinacional y corrupta sólo piensa en perpetuar su dominio y está arruinando al país. Ante este empecinamiento, el conformismo y la pasividad no resuelven nada, pero ¿qué podemos hacer los mexicanos?, ¿cómo salvarnos de la decadencia?, ¿existe otra vía para el país?


El Nuevo Proyecto de Nación que aquí se presenta trata de dar respuesta a estas interrogantes.


Ante todo, esta propuesta comprueba que existen otras opciones; que, teniendo presente nuestra historia y nuestra probada capacidad de enfrentar grandes problemas y superar momentos oscuros, también ahora podremos regenerar a la nación.


El propósito mayor de nuestro proyecto es garantizar el buen vivir de los mexicanos: la satisfacción plena de las necesidades materiales, sociales y culturales de las personas y de los pueblos, y el establecimiento de relaciones armónicas entre los individuos y comunidades, y entre la sociedad y la naturaleza.


Queremos un México donde se garantice la seguridad y bienestar de sus habitantes, donde se respeten las libertades, donde se preserve y desarrolle la diversidad cultural, étnica, sexual, política y religiosa.


Aspiramos a construir una nación de personas dignas, solidarias y dichosas. Todos trabajando en beneficio de todos: mujeres y hombres, jóvenes y viejos, indígenas y mestizos. Campesinos, obreros, profesionistas, empresarios, estudiantes, construyendo juntos el país.


No cabe duda de que para lograr este propósito, se requiere un cambio profundo, una auténtica revolución que modifique el actual modelo económico excluyente, destructor de los vínculos sociales y del medio ambiente; que sustituya actual sistema político corrupto y frene la degradación moral y la violencia que amenazan a la sociedad.


Nuestra propuesta es que esa transformación sea pacífica. Estamos empeñados en lograrlo mediante la participación de todos los ciudadanos, libres y conscientes, en los asuntos públicos, a través de una revolución de las conciencias basada en nuevos valores de moral individual y de solidaridad social.


La idea es sencilla: practicar la democracia mediante la organización de los ciudadanos para la defensa de sus derechos. Sólo con la unión de la mayoría se puede impulsar el cambio verdadero. La tarea es levantar un movimiento de base que haga valer la voluntad popular y reconstruya el país. Para llevar a cabo esta transformación, es necesario combinar la acción del gobierno con el trabajo y la movilización de la sociedad.


Pero, ¿cómo lograr ese cambio si no se respeta el voto, y la oligarquía no sólo controla a la clase política y a los partidos, sino que, mediante la compra de conciencias y el dominio sobre las instituciones y los medios de comunicación, manipula los procesos electorales?


Si la sociedad se decide todo puede cambiar. Los avances justicieros y libertarios de nuestro país han resultado siempre de la acción organizada de las mexicanas y los mexicanos del común. Han sido obra de movimientos sociales y políticos que, practicando la democracia desde abajo y sin pedir permiso, han ampliado los derechos al ejercerlos. Porque para el pueblo la democracia empieza con la resistencia a los abusos de los poderosos y, en el caso del México actual, pasa por la defensa de los derechos y leyes que nuestros ancestros conquistaron mediante sus luchas y que hoy son conculcados. Los pueblos hacemos la historia, pero la hacemos organizados, pues sólo marchando colectivamente y con una idea común, podemos tomar el destino en nuestras manos.


El único poder legítimo es el que nace de la sociedad. Por ello nuestra apuesta es retomar la inagotable energía y rica experiencia de las gestas libertarias y democráticas de las mexicanas y los mexicanos, para poner en pie un poder social, un poder cuyo cemento es la organización de base.


La articulación del pueblo puede ser social o política; gremial o ciudadana; nacional, estatal, local o simplemente familiar; sin embargo, ante los grandes desafíos del presente, el reto es dotarla de un proyecto común y un espíritu unitario.


El poder del pueblo organizado se ejerce en muchos frentes, pero en la coyuntura actual y en la perspectiva del cambio pacífico que todos deseamos, una tarea mayor es conquistar el gobierno mediante el voto. Un gobierno democrático que será del pueblo y para el pueblo en la medida en que esté sostenido por la participación y movilización ciudadana.


El Nuevo Proyecto de Nación se apoya en lo mucho que hoy somos como pueblo, y se inspira también en la memoria de lo que hemos sido: en nuestra larga trayectoria de resistencia, de dignidad, de heroísmo individual y colectivo. En los momentos de crisis, los pueblos miran hacia atrás no para volver al pasado sino para sacar fuerza de su historia. Y si los mexicanos supimos superar las situaciones más adversas, podemos estar seguros de que saldremos adelante en la actual encrucijada, de que sabremos construir una patria por fin libre, incluyente, fraterna, justa y democrática.


DE LA RESISTENCIA A LA TRANSFORMACIÓN DEL PAÍS



Nuestra causa hunde sus raíces en los movimientos sociales y políticos que han defendido al pueblo y a la nación. Hace dos siglos, Hidalgo, Morelos y otros patriotas insurgentes convocaron al pueblo a luchar por la libertad y contra la opresión. De esa forma, confirmaron que en nuestra historia las grandes transformaciones nacionales se han logrado desde abajo, mediante revoluciones y movimientos populares. Ese es el punto de partida de nuestra reflexión para entender el momento que estamos viviendo y las posibilidades que tenemos como pueblo y como nación.


Somos mexicanos porque con la Independencia conquistamos el derecho a ser ciudadanos libres de una nación soberana. Somos republicanos porque con Juárez y los liberales combatimos la intervención europea al tiempo que acabamos con privilegios coloniales y fueros religiosos, estableciendo el derecho secular, el Estado laico y la educación pública. Somos demócratas porque consideramos vigente la defensa de la democracia y del sufragio efectivo que hizo Madero al convocar a la Revolución contra la dictadura de Díaz en 1910. Defendemos la Constitución porque reconoce derechos iguales a todos los mexicanos: políticos, sociales, agrarios y laborales. Nos inspiran Zapata y Villa que lucharon contra la esclavitud de las haciendas, por la tierra y la libertad de los campesinos y de los pueblos indios; y los hermanos Flores Magón que pelearon contra la injusticia, la explotación y el autoritarismo. Reconocemos al presidente Lázaro Cárdenas del Río por su defensa de los derechos del pueblo y de los recursos naturales en manos de la nación, porque sentó las bases de la independencia económica y de la justicia social.


En la segunda mitad del siglo XX, la sociedad mexicana continuó defendiendo sus derechos y reivindicaciones. Como partido en el poder, el PRI instauró un régimen autoritario y un presidencialismo absolutista, basados en la corrupción, la represión y el corporativismo. Al ser un sistema de partido casi único, prácticamente no existían las elecciones libres ni la democracia, no obstante las continuas rebeliones cívicas, las exigencias por el municipio libre y la recurrencia de diversos movimientos sociales en la vía electoral. A pesar de esas realidades, durante varias décadas los gobiernos surgidos de la Revolución mexicana mantuvieron la estabilidad económica y construyeron las grandes instituciones sociales, educativas y de salud.


Cada episodio donde el pueblo mexicano ejerció sus libertades y sus derechos fue reprimido por los gobiernos del PRI. En diversas regiones, incluida la capital, numerosas movilizaciones ciudadanas enfrentaron al Ejército por el respeto al voto. En 1958, ferrocarrileros, maestros, médicos y mineros se movilizaron en defensa de sus derechos sindicales y laborales; tras la represión, sus dirigentes Valentín Campa y Demetrio Vallejo fueron encarcelados once años. Los estudiantes en 1968 defendieron las libertades democráticas y los derechos humanos; y la matanza de Tlatelolco desnudó la naturaleza autoritaria del régimen. El movimiento del 68 se convirtió en la gran gesta democrática que detonaría diversos movimientos sociales y políticos que provocaron, a la larga, el fin del régimen. Debido a la represión oficial y a la impunidad, algunos consideraron cerradas las vías democráticas y legales y optaron por la vía armada. La respuesta oficial serían la guerra sucia, el terrorismo de Estado y las desapariciones forzadas. Las batallas del sindicalismo independiente, las luchas urbanas y campesinas, la defensa de los derechos humanos y la denuncia de la represión en los años setenta y ochenta, encarnaron la osadía democrática de la sociedad enfrentada a un sistema político caduco y corrupto.


El terremoto de 1985, la peor tragedia natural que haya vivido el país, trajo como consecuencia el nacimiento de la sociedad civil. La acción solidaria de la gente rebasó al gobierno insensible e incapaz ante la tragedia. Los ciudadanos tomaron en sus manos las labores de rescate y el apoyo a los damnificados. La solidaridad desatada fue más allá del humanitarismo, se convirtió en una de las hazañas colectivas más destacadas de la historia y acabaría con el control del PRI en la capital del país.


Tres años después, en 1988, un sismo político sacudió al régimen. Cuauhtémoc Cárdenas encabezó un movimiento cívico y popular y ganó las elecciones presidenciales. Sin embargo, el fraude electoral impidió el cambio democrático y se consumó la imposición de Carlos Salinas. Éste aplicó el modelo neoliberal reprimiendo a movimientos opositores y cooptando a intelectuales y dirigentes; impuso una contrarreforma agraria, la apertura comercial indiscriminada y desmanteló la economía nacional.


Aunque México no ha vivido una democracia plena como lo demuestran los fraudes recurrentes, el movimiento popular vislumbró la posibilidad del cambio social a través de la vía electoral. Se fundó el PRD, que unificó fuerzas diversas con el propósito principal de acabar con el régimen del PRI. En el sexenio de Salinas, más de 600 militantes del PRD fueron asesinados por defender la democracia.


El primero de enero de 1994, el mismo día que entró en vigor el Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos y Canadá, los indígenas de Chiapas se levantaron en armas contra la miseria y las injusticias ancestrales y modernas, exponiendo la deuda histórica del país con los pueblos originarios y la necesidad de erigir un México incluyente. La sociedad mexicana se movilizó y obligó a un diálogo de paz entre el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) y el gobierno. A pesar de la firma de acuerdos que reconocen los derechos y la cultura indígena, el gobierno de Ernesto Zedillo se negó a cumplirlos y auspició la matanza de Acteal, permitiendo la violenta actuación de grupos paramilitares contra los indios rebeldes.


Mientras a la derecha se le permitió gobernar algunos estados, el apoyo popular a favor de la izquierda enfrentó la intransigencia del PRI. En los años noventa, tras sendos fraudes electorales, se produjeron importantes movimientos de resistencia civil en Tabasco, San Luis Potosí y Michoacán, como el Éxodo por la Democracia, encabezado por Andrés Manuel López Obrador y la caminata de Salvador Nava a la ciudad de México.


El empuje democrático de la sociedad, potenciado por la rebelión indígena y la peor crisis económica de la historia contemporánea, conduce a que en 1997, el PRI pierda, por primera vez, la mayoría absoluta en la Cámara de Diputados, y a que la izquierda acceda al gobierno de la capital: Cuauhtémoc Cárdenas se convierte en el primer gobernante electo en el Distrito Federal. A pesar de su proyecto democrático y popular de cambio, la izquierda partidaria se ve obligada a posponerlo por presiones empresariales y de los mercados. No obstante, el PRD denuncia el rescate bancario, el Fobaproa, como el peor fraude a la nación de que se tenga memoria, al convertir las enormes pérdidas de los bancos en deuda de todos los mexicanos.


En el año 2000 termina la era del PRI y gana la Presidencia de la República el candidato de la derecha, Vicente Fox. La alternancia crea en muchos mexicanos la falsa ilusión de que inicia una transición democrática en el país. A pesar de las expectativas de cambio, Fox traiciona el mandato popular. En lugar de investigar la corrupción y las graves violaciones a los derechos humanos del pasado y desmantelar el régimen autoritario —como había prometido en su campaña—, pacta continuar el mismo modelo económico y político y el PAN se incorpora de lleno a la corrupción, al igual que buena parte de la clase política.


En 2001 se produce una de las movilizaciones sociales y políticas más amplias y conmovedoras que se recuerden en la historia. El EZLN convoca a millones a respaldar su demanda a favor de una ley indígena. La consigna “Nunca más un México sin nosotros”, cimbra el corazón del país. El discurso de la comandante zapatista Esther en la tribuna de la Cámara de Diputados, ha sido uno de los alegatos morales y políticos más importes del México contemporáneo. Los principales partidos del Congreso de la Unión —incluyendo una parte del PRD— aprueban una reforma que no reconoce a cabalidad los derechos de los pueblos indios. De esta manera, a pesar de las protestas el Estado mexicano le da la espalda, una vez más, a los indígenas, incumpliendo los Acuerdos de San Andrés signados por el mismo gobierno. En 2003, masivas manifestaciones campesinas bajo el lema “El campo no aguanta más” cuestionan las políticas neoliberales, exigen renegociar el capítulo agrícola del TLCAN y la protección del maíz y el frijol mexicanos.


En la ciudad de México, mientras tanto, las transformaciones políticas continúan, convirtiéndose en la región del país con mayores avances democráticos, sociales y culturales. En el año 2000 es elegido Andrés Manuel López Obrador como jefe de gobierno del Distrito Federal. Desde el principio, contrasta su gestión con la de Fox: mientras éste profundiza el modelo empobrecedor de la mayoría de la población, López Obrador pone en práctica un gobierno con sensibilidad social, lo que le atrae el apoyo popular. Entre otras medidas, establece la pensión universal para los adultos mayores; crea escuelas de nivel medio superior y una universidad pública —la primera en los últimos treinta años—; apoya a las personas con discapacidad y a madres solas; lleva a cabo el mayor programa de vivienda popular de la historia reciente del país. Gobierna atendiendo las demandas del pueblo y respetando sus decisiones. Su buena gestión en el DF le permite a López Obrador sobresalir como gobernante y convertirse en el líder político más destacado de México.


En 2004, Fox, Salinas y la oligarquía pactan impedir que López Obrador pueda postularse como candidato a la Presidencia de la República. Primero arman un escándalo difundiendo videos que muestran actos de corrupción de algunos funcionarios del gobierno de la ciudad. Como la maniobra no funciona, el PRI y el PAN promueven su destitución como jefe de gobierno en el DF con el pretexto de violar la ley por abrir una calle de entrada a un hospital. La movilización de cientos de miles de ciudadanos detiene el golpe.


Con las multitudinarias manifestaciones contra el desafuero, inicia nuestro movimiento político y social, que se ha mantenido y desplegado organizadamente a lo largo y ancho del país. Este movimiento condensa los distintos episodios de lucha social y ciudadana de los últimos 50 años, el aprendizaje de muchos sectores que han venido impulsando la transformación democrática de México. La confluencia se fue dando de manera natural, no en un frente político y social, sino en un gran continente que ha ido sumando diversas experiencias cívicas y populares.


Reconocido como uno de los dirigentes políticos con mayor apoyo social, Andrés Manuel López Obrador se presenta en las elecciones presidenciales de 2006 como candidato de una amplia coalición, bajo el lema “Por el bien de todos, primero los pobres”, y propone un Proyecto Alternativo de Nación. Durante el proceso electoral fue objeto de una campaña sucia en televisión, financiada por las cúpulas empresariales con la intención de provocar miedo entre la población. A pesar de los ataques, López Obrador logra casi 15 millones de votos, la votación más alta obtenida por la izquierda en su historia. No obstante, ante la falta de organización ciudadana en las casillas, el gobierno manipula el conteo y consuma un gran fraude para imponer a Felipe Calderón por un estrechísimo margen. Tiempo después, el presidente Fox, el dirigente del PAN y hasta connotados priistas reconocerían públicamente que se manipuló la elección a favor del panista. La oligarquía sintió amenazados sus privilegios y revivió el modelo autoritario y antidemocrático del PRI para impedir el acceso de la izquierda al poder.


Frente al fraude que organiza y financia la oligarquía, se despliega la resistencia civil pacífica para exigir el recuento de todos los votos. En julio de 2006, se producen las manifestaciones más numerosas de nuestra historia y se instala un plantón de casi 50 días en los que no se rompe un sólo cristal ni se cae en la trampa de la violencia, pero genera un debate nacional. A pesar de las protestas y del daño causado a la incipiente democracia, la imposición se consuma. El movimiento convoca a la Convención Nacional Democrática, que acuerda continuar la lucha hasta lograr la abolición del actual régimen de corrupción y privilegios.


Como un acto de resistencia civil y repudio al fraude, cientos de miles de ciudadanos reunidos en el Zócalo de la ciudad de México, manifestamos a mano alzada nuestro reconocimiento a Andrés Manuel López Obrador como presidente legítimo de México, el 16 de septiembre de ese año. Así, se inicia un camino inédito de lucha con la constitución del Gobierno Legítimo y la formación de comités ciudadanos en todo el territorio nacional. Esta organización se establece con el fin de repudiar al presidente impuesto por el fraude, para denunciar la falta de democracia y al régimen oligárquico, pero también para defender los derechos del pueblo y salvaguardar el patrimonio nacional.


Desde 2006 el movimiento social y político encabezado por López Obrador, se ha convertido en la principal oposición a las políticas neoliberales que pretenden privatizar y mercantilizar toda la riqueza nacional. Así, en 2008 surge el Movimiento en Defensa del Petróleo contra una iniciativa de Calderón que autorizaba la privatización de la industria petrolera y la entrega de este recurso a empresas extranjeras. Las protestas inician con la toma de la tribuna en la Cámara de Senadores y se inaugura una nueva fase de lucha apoyada por nutridas y combativas brigadas de activistas, entre las que destaca la participación de grupos de mujeres como “Las Adelitas”, pero también de trabajadores, campesinos, amas de casa, adultos mayores y jóvenes, organizaciones sociales y civiles, técnicos, intelectuales y artistas. Se obliga a la derecha a un debate nacional sobre el futuro de la industria petrolera. En lo fundamental, el movimiento gana la discusión, a pesar de que la ley finalmente aprobada deja algunos resquicios que han servido para la enajenación subrepticia o descarada de Pemex.


La crisis económica que inicia en 2008, ha quebrantado a los pequeños y medianos empresarios, arruinado a las clases medias y empobrecido aún más a los pobres; mientras que el gobierno sigue subsidiando a los empresarios y banqueros. Por esa razón, el 20 de noviembre de ese año, en asamblea popular, se decide formar el Movimiento en Defensa del Petróleo, la Economía Popular y la Soberanía Nacional.


Con acciones locales y nacionales se enfrenta el deterioro de las condiciones de vida y el estrechamiento de las libertades ciudadanas, al tiempo que se trabaja por preservar las conquistas históricas del pueblo. Se han abierto espacios de encuentro llamados casas del Movimiento, de las que existen cuando menos una en cada estado y en todas las delegaciones del Distrito Federal. Mientras las brigadas y las casas constituyen instancias de lucha social y cívica, los comités del Gobierno Legítimo han servido para organizar a los ciudadanos en todos los municipios del país.


El Movimiento ha mantenido una oposición consecuente. Está presente en la lucha de todos los días en la defensa de los intereses populares y es solidario con las otras batallas del pueblo mexicano como las de los comuneros de Atenco, el movimiento popular de Oaxaca, los mineros de Pasta de Conchos y de Cananea, la lucha heroica de los electricistas del Sindicato Mexicano de Electricistas (SME) y las causas campesinas, estudiantiles, ciudadanas e indígenas; así como las acciones populares que defienden el territorio del saqueo y la destrucción ambiental. Con todos ellos estamos hermanados en la lucha.


Al mismo tiempo, el Movimiento trabaja cotidianamente a favor de un cambio verdadero que saque al pueblo de su postración y al país de su decadencia. Andrés Manuel López Obrador es el único líder político que ha recorrido y conoce todo el territorio nacional, y continúa haciéndolo para promover la organización popular.


A partir de enero de 2010, el Movimiento edita el periódico Regeneración, del que se imprimen cinco millones de ejemplares mensuales, y que constituye un instrumento fundamental para impulsar la revolución de las conciencias que está en la base de nuestra lucha. A partir de julio del mismo año, el Movimiento y el Gobierno Legítimo se unen para preparar la lucha cívica y política con miras a 2012. Desde enero de 2011, adquiere el nombre de Movimiento Regeneración Nacional (Morena), que se propone ser una convergencia plural, incluyente, democrática y de izquierda, que ha elegido el camino de la lucha legal y pacífica y reivindica la causa de las mayorías trabajadoras y los grandes intereses de la Nación. El Movimiento busca agrupar obreros, campesinos, indígenas, clases medias, a los jóvenes, a las mujeres y a los pequeños y medianos empresarios.


Son muchos los hombres y mujeres conscientes que, a lo largo y ancho del territorio nacional, trabajan cotidianamente para despertar y organizar al pueblo. Están formando comités en comunidades, pueblos, barrios, colonias y unidades habitacionales. Están convenciendo a ciudadanos para que participen como protagonistas del cambio verdadero cuya labor es sumar más gente a la causa; reparten el periódico Regeneración casa por casa. Todo esto lo hacen convencidos de que es posible construir una sociedad mejor.


El Movimiento ya cuenta con miles de comités territoriales en todo el país y cada día se suman más mexicanos a esta empresa. Aunque la organización social para impulsar el cambio se forja en miles de luchas locales o sectoriales, la historia enseña que las coyunturas electorales son momentos que pueden ser decisivos para la Nación. Y en las condiciones actuales, los comicios de 2012 son una cita con la Historia.


Estamos optimistas porque no esperamos que las cosas cambien por sí mismas, sino que creemos en la capacidad de la gente para actuar y organizarse. Se trata de recuperar la vocación de ser ciudadanos, tomando el destino del país en nuestras manos, venciendo el miedo, la depresión y la desesperanza.


Nos estamos preparando para la transformación del país y no es tarea fácil. Queremos impulsar una insurgencia cívica, masiva, ordenada, capaz de hacer inevitable el triunfo del movimiento popular para establecer una verdadera democracia en México. Así, el día de las elecciones presidenciales en 2012, con organización ciudadana en todas las casillas del país, podemos hacer valer la voluntad popular. Y esa misma fuerza servirá para promover los cambios en los meses y años siguientes.


Sin la organización de la gente, sin el poder social, no hay salidas. Pero también requerimos un buen gobierno que escuche al pueblo y abra paso a sus iniciativas. Necesitamos con urgencia una sociedad organizada y participativa y un Estado democrático de puertas abiertas. Es vital que saquemos adelante un gobierno progresista que impulse decididamente la regeneración nacional; un gobierno democrático que obedezca en verdad el mandato popular; un gobierno de izquierda que gobernando para todos, ponga por delante a los pobres; un gobierno nacionalista que se incorpore a la globalidad sin abandonar la soberanía; un gobierno popular que haga realidad el Nuevo Proyecto de Nación.


LA ALTERNATIVA PARA UN MÉXICO NUEVO



El Nuevo Proyecto de Nación reúne propuestas de cambio económico, político, social, cultural y ambiental, imprescindibles para construir un México del siglo XXI, democrático, justo y digno. Es resultado de un largo proceso de reflexión, crítica, discusión y diálogo en el que han intervenido pensadores, académicos, activistas, dirigentes sociales y políticos, colectivos y ciudadanos comprometidos con las mejores causas del pueblo mexicano.


Partiendo del Proyecto Alternativo de Nación, presentado por Andrés Manuel López Obrador en 2006, un grupo de destacados intelectuales, investigadores, escritores y especialistas profundizaron el análisis de los temas y actualizaron las propuestas a la luz de las nuevas realidades de México y el mundo (la crisis económica, alimentaria y climática; los procesos políticos y populares en América Latina, entre otras); incorporaron nuevas visiones y alternativas, basadas en recientes experiencias populares, sociales, políticas y económicas, nacionales e internacionales.


La primera versión del Nuevo Proyecto de Nación se presentó para su discusión pública en julio de 2010. Para tal efecto, se convocó a una consulta nacional y se organizaron más de 100 foros estatales, sectoriales y temáticos, mesas de análisis, conferencias y círculos de estudio, en las 32 entidades federativas de la República. Ahí se presentaron, debatieron y enriquecieron con nuevos enfoques y propuestas, los distintos aspectos del proyecto.


Este libro es resultado de dicho proceso de elaboración y reflexión colectivas. Integra y sintetiza las ideas de cambio, esboza el país que aspiramos a construir y contiene propuestas concretas para llevarlo a la práctica. Fue redactado por quienes lo firman, trabajando en forma colectiva, integrados en grupos de diversas especialidades, como el grupo de análisis sobre energía. Han sido muchos los aportes y análisis críticos que lo han enriquecido. En particular, agradecemos las contribuciones de los filósofos Enrique Dussel y Gerardo de la Fuente, así como del periodista Jenaro Villamil, entre otros.


No se trata de un plan de gobierno o de una plataforma electoral, es un programa de transformación, una visión de futuro. Es la hoja de ruta para construir un país de iguales donde se respeten las diferencias; un país donde impere la legalidad, la justicia, la libertad y la democracia para todos y en todos los rincones de la patria. Para lograrlo, se impulsa una nueva corriente de pensamiento, se propone una nueva economía y se promueve una nueva forma de hacer política.


El Nuevo Proyecto de Nación es una propuesta para ser analizada, discutida y mejorada, un paso más en el indispensable diálogo entre ciudadanos de distintos sectores sociales, organizaciones, comunidades, pueblos, movimientos. Se trata de formar una gran alianza social para reconstruir la nación. Sí se puede, es más grande la sociedad que la empresa privada y que el Estado. Si la sociedad actúa, todo cambiará. Es la hora del renacimiento de México.


Jesús Ramírez Cuevas


31 de enero de 2011
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Promover la revolución de las conciencias
 y un pensamiento crítico


 


México vive una degradación generalizada y de múltiples dimensiones: pobreza, desempleo, estancamiento económico, desigualdad ofensiva, descomposición social, deterioro ecológico, violencia del Estado y de la delincuencia, corrupción impune, descrédito de las instituciones políticas… Pero lo más grave es la profunda crisis de valores, la decadencia ética. Por ello, sin una reconstrucción moral de la nación no habrá cambio verdadero.


Necesitamos una revolución que vaya al fondo, que vaya a la raíz de los problemas, necesitamos una revolución de las conciencias. Una refundación ética que se inspire en lo mejor de nuestra historia y nuestra cultura. La codicia, el egoísmo, el desmedido afán de lucro, el materialismo, el individualismo, la deslealtad, son ajenos a nuestra idiosincrasia. Por el contrario, los mexicanos tenemos un fuerte sentido de comunidad que nos hace generosos, nuestras raíces agrarias nos impulsan a preservar la naturaleza y nuestra pluralidad cultural nos induce a ser respetuosos de la diversidad.


CRISIS DE VALORES



La batalla por la nación es también y ante todo un choque entre dos sistemas de valores. Los principios que promueve la minoría privilegiada, tales como que las personas valen por lo que tienen y no por lo que son, o que la riqueza y el poder son los mayores logros a los que se puede aspirar, son criterios que amenazan la cohesión social tanto como la amenazan la miseria y la desigualdad. Recuperar a la nación de quienes la tienen secuestrada, es recuperar nuestros principios: el amor por el trabajo, el valor de la solidaridad, el respeto por los demás, la generosidad, la esperanza, la alegría…


Adolfo Sánchez Vázquez, un maestro de ética ejemplar no sólo por sus palabras sino por sus actos, nos enseña que la moral es histórica: no un sistema formal de normas vacías e intemporales sino un conjunto de exigencias específicas cuyo contenido proviene de las situaciones que vivimos. Hay sin duda principios universales, pero éstos cobran contenido en una gran variedad de morales concretas que cambian con el tiempo. Y en sociedades divididas y confrontadas como las nuestras, no sólo se enfrentan intereses, también compiten concepciones normativas diferentes y aun antagónicas. Sistemas de valores contrapuestos que se traducen en visiones diversas de cómo y hacia dónde deben conducirse los asuntos colectivos.


El neoliberalismo es un modelo económico, un sistema social y un sistema político, pero es también una construcción moral y cultural. Económicamente empobrecedor, socialmente excluyente y políticamente autoritario, el neoliberalismo es moralmente disruptivo de la cohesión y la solidaridad. Un orden desalmado donde la economía prima sobre la sociedad; el valor de cambio, sobre el valor de uso; y las cosas, sobre los hombres. Es un orden invertido, alrevesado, que tiene que ser puesto sobre sus pies. Y siendo política, social y económica, esta es, ante todo, una tarea moral.


¿De dónde surge la moral desmoralizadora imperante? De su práctica rapaz extrae el sector dominante sus normas, sus principios, sus reglas morales. Patrones de conducta que no sólo asume para sí sino que trata de imponer como valores universales. Esta moral oligárquica que impregna los principales medios de comunicación masiva ha ido permeando en sectores de las clases medias, brega por penetrar en las aulas y ha llegado hasta el corazón de algunos ambientes religiosos. Como una mancha en expansión, como un cáncer, amenaza con diseminarse por todo el tejido social.


Las élites devotas de la globalización, entre las que destaca la oligarquía mexicana, se han deslumbrado tanto por el mercado que han quedado ciegas respecto a la realidad que está más allá de sus particulares intereses. Pero aun en este terreno, el de la creencia en el carácter sagrado e inevitable del mercado como principio y fin de toda vida humana, hay un doblez: los grupos que conforman la oligarquía económico-política pregonan y fingen creer en la magia del mercado, que no debe ser perturbada por la intervención del Estado, por la acción pública, sobre todo si ésta se orientada a modificar situaciones injustas y favorecer a las mayorías. Este es un ejemplo de la falsedad que esconden sus valores pues, bien vistas las cosas, en realidad consideran que el Estado tiene un papel crucial si trabaja afanosamente para favorecerlos.


Se trata de una moral de doble rasero. Públicamente, los defensores del libre mercado insisten en que el Estado se aleje de las actividades privadas, particularmente de los negocios, y reclaman “desregulaciones” de todo tipo. Ocultan que en realidad se trata de un tipo de intervención estatal casi siempre a favor de un sector y en perjuicio de los demás. Pero cuando esas desregulaciones y otras medidas que se han tomado en su provecho, conducen a una crisis, con graves consecuencias para las mayorías, muestran el verdadero rostro de su moral. Entonces demandan al Estado recomponer las cosas, rescatar sus negocios y que se los devuelva en condiciones que les permitan seguir enriqueciéndose.


Nuestro enfoque es completamente distinto. Los mercados no se “autorregulan”. Siempre que se permita habrá un grupo de poder que ponga a trabajar veladamente al Estado a su favor, mientras al público se le dan explicaciones económicas y morales sobre la “neutralidad del mercado” y la capacidad de éste de generar riqueza para dar a cada quien lo suyo. Los neoliberales se ocultan, pero no tanto. Milton Friedman, el padre de la Escuela de Chicago, era muy claro cuando señalaba que las únicas funciones que el Estado debía conservar eran “defender la ley y el orden, garantizar los contratos privados y crear el marco para mercados competitivos”, y que todo lo demás —inversiones públicas en educación, salud, apoyos a los sectores sociales y económicos desprotegidos, etcétera—, debería eliminarse. Esto revela un hecho: que los mercados son un conjunto de transacciones y negocios que para su funcionamiento dependen de la intervención política del Estado. Es decir, la economía no depende de mecanismos naturales, sino que arranca de una visión ética de la sociedad que la orienta y la hace funcionar en beneficio de la mayoría o de la minoría en el poder. Así, la visión de la “economía de libre mercado” que se ha instaurado en el país —alimentada por una moral del más porfiado egoísmo— responde a principios, reglas y metas que funcionan como antivalores sociales para justificar por ejemplo, que la riqueza de unos cuantos sea a costa de la miseria de la mayoría. Este tipo de moral considera “natural” la desigualdad social. Esa moral de la oligarquía debe ser desterrada y sustituida por una que pugne por acabar con la desigualdad económica, social y política y que ponga en el centro el desarrollo pleno de las capacidades humanas y el bienestar de todos los ciudadanos.


Seguir por el camino que hoy defiende la oligarquía (islas de prosperidad y opulencia en medio de un mar de pobreza) sería echar por la borda la idea misma de nación, en la medida que implica abandonar todos los principios y atributos culturales, laboriosamente construidos durante siglos, que dan sentido a la vida de las personas, un mínimo de cohesión a la sociedad y le permiten funcionar como tal.


Bajo el dominio y control de las élites, el Estado renuncia a cualquier responsabilidad frente a la colectividad nacional, para convertirse en un mero administrador de los negocios de esa minoría. Por su parte, los sucesivos gobiernos priístas y panistas, cada vez más alejados de una ética de servicio a la sociedad, de defensa de los intereses nacionales, de resguardo del patrimonio cultural construido por muchas generaciones y de preocupación por el bienestar de cada uno de los ciudadanos —ética que ha caracterizado a la sociedad mexicana en los mejores momentos de su historia—, no han hecho otra cosa que empobrecer a la nación y hacerla cada vez más dependiente. El país ha sido achicado en términos económicos, políticos y morales en el concierto mundial. Concomitantemente, en esferas fundamentales, los mexicanos hemos vistos disminuidas nuestras libertades y derechos (por ejemplo, la libertad de expresión y el derecho a la información), y ya se planean nuevos recortes (como es el caso de los derechos laborales).


En gran parte debido a ello, millones de mexicanos han quedado en el abandono, mientras a las nuevas generaciones se les cancelan las opciones de vida y padecen la más cruel incertidumbre. A la oligarquía nada parece importarle. La lógica del capital de buscar ganancias a cualquier costo, produce cada día nuevos excluidos sociales y económicos, millones quedan sin empleo y sustento, sin educación, sin condiciones mínimas para una vida digna ni para labrarse un futuro. En cambio, están abiertas las puertas para la explotación de la gente a cambio de magros salarios, la depredación de nuestros recursos y el saqueo de la riqueza pública por parte de un capital rapaz. De seguir por ese rumbo, se estará cancelando el porvenir del país a cambio de garantizar el enriquecimiento desmedido, casi demencial, de un pequeño grupo. Es verdad que con el auge de la globalización económica, salimos del capitalismo industrial para adentrarnos en una era de capitalismo salvaje cuya dinámica profunda es la desocialización, la destrucción del contrato social. Por eso se están respetando tan poco los conceptos morales de solidaridad y de justicia social. Y la moral de esa minoría que amenaza lo social es la que se proclama por todos los medios como el modelo de vida a seguir. Para nosotros, por el contrario, la vida buena o el “buen vivir” están íntimamente asociados a los roles, normas y valores sociales que se sustentan en la justicia y la solidaridad.


Así, pues, en el México actual hay una disputa entre dos sistemas morales principales. El ya descrito, que promueve una minoría de enriquecidos hasta el hartazgo, con sus antivalores; y el que todavía orienta las ideas, los sentimientos y los fines de la mayoría del pueblo mexicano.


Parafraseando al poeta Ramón López Velarde: “El niño Dios nos escrituró un establo/ y la moral oligárquica el diablo”. Por fortuna, la moral oligárquica no ha conseguido ahogar la moral popular que tiene profundas raíces en nuestra historia. En el pueblo mexicano, especialmente en los de abajo, en sus bases populares rurales y urbanas, en sus comunidades y pueblos indígenas, en sus trabajadores, así como en las clases medias sensibles y responsables, en sus intelectuales y académicos comprometidos y honrados, entre otros, habitan muchos valores que son fundamentales para impulsar e inspirar los grandes cambios que necesita el país. Esa reserva moral que no ha podido ser desgastada por la ética del egoísmo y el afán de lucro, es el punto de partida para la regeneración de la vida pública de México. La inmensa mayoría de nuestro pueblo, especialmente los de abajo, no cultiva el odio, el individualismo o la codicia como modo de vida, sino que aún conserva el sentido de comunidad, de solidaridad, de respeto, de tolerancia y amor por el prójimo.


Por ello se requiere impulsar en el país un nuevo estilo de vida, de acuerdo con el cual mujeres y hombres —sin importar edad, identidad cultural, creencias o preferencias— valgan por su trabajo, sus acciones solidarias, su fraternidad, su lealtad a las normas de convivencia, sus aportes al bienestar de la sociedad, y no por la posesión de dinero o por la concentración de poder. Una sociedad en donde primen la dignidad, el honor y los principios, y la felicidad no consista en acumular riqueza, bienes materiales o privilegios, como sea y a costa de lo que sea. Un país en donde la mayor fortuna de cada uno sea el bienestar de todos; en donde la más alta satisfacción consista en estar bien con uno mismo, con nuestras conciencias, en la misma medida en que se está bien con los demás, con la diversidad del prójimo, mediante la convivencia y el espíritu de servicio a la comunidad.


Es por ello necesario:


 


a) Recobrar plenamente el sentido de comunidad (nacional, regional, local, barrial, familiar, etcétera) que se ha debilitado, aunque no perdido, conforme se desarrollan y expanden los principios neoliberales en todos los ámbitos de la vida social y personal. Esto implica una profunda reforma cultural y moral. Frente al individualismo que promueve el sistema liberal (con todos sus instrumentos económicos, sociales, ideológicos, mediáticos) debemos impulsar un vasto proyecto de construcción de comunidad. De allí debe surgir un nuevo sujeto social, crítico de las deformaciones y desviaciones a que ha conducido la prolongada influencia de visiones y prácticas fundadas en un liberalismo individualizador. El rescate de lo colectivo frente a la individualización extrema de la sociedad es piedra angular de este proyecto. Hay que poner a la comunidad y la vida comunitaria en el centro de la nueva sociedad. El concurso de los intelectuales para llevar a buen puerto estas metas es fundamental. Pocos fenómenos han sido más dañinos para el país que el esfuerzo realizado desde los diversos gobiernos, especialmente en los últimos lustros, con el fin de domesticar y encanallar el pensamiento y el arte. En esa dirección, es indispensable que lo mejor del pensamiento y la creación, en su amplia gama, desarrollen al máximo el sentido de responsabilidad y solidaridad con los grandes problemas nacionales y los procesos de cambios que requiere México. Todo ello en el entendido de que, en verdad, el talante intelectual requiere siempre el ejercicio crítico frente al poder, la ignorancia y el oscurantismo.


b) Restaurar la ética política. Parte fundamental del oscuro panorama que vivimos radica en que las estructuras del Estado (desde el nivel local hasta el federal, entre sus representantes electos como entre sus fuerzas del orden) y de los partidos políticos (tanto de la derecha como de sectores de la llamada centro-izquierda) han sido igualmente infiltradas por la corrupción de todo tipo. Desde el habitual operar a espaldas del pueblo, en lo “oscurito” (como si lo político no fuera sinónimo de lo público o a la vista de todos los ciudadanos), hasta el aumento desmedido de los salarios que cobran o la recepción, siempre encubierta, de dineros que proceden de poderes fácticos o de organizaciones oscuras a cambio de “favores”; lo cierto es que el Estado y los partidos tienen ganado —a pulso— ante el pueblo la fama de corruptos (hay excepciones de heroico testimonio). Si los neoliberales están convencidos de que la corrupción es el aceite que engrasa y facilita los negocios, es porque también forma parte de la dominación de las élites económicas y de poder. Si el dinero público y privado es la moneda de cambio en materia de propaganda política en la televisión y en la prensa, su control en manos de grandes monopolios es una fuente permanente de corrupción política y manipulación y, por tanto, un obstáculo para la vida democrática del país.


Es urgente lanzar una cruzada de regeneración moral para recuperar la ética política. Hay que combatir la impunidad y dejarle claro a políticos, funcionarios y representantes populares, que incurrir en actos de corrupción tendrá consecuencias legales, e incumplir sus compromisos, acarreará repercusiones políticas y electorales. De esta manera, se obligará a la clase política a que asuma su responsabilidad para con el pueblo y, en especial, con los más pobres y oprimidos. La enseñanza teórica y práctica de la ética debe ser materia obligatoria en las escuelas, en los partidos políticos, en los comités de base, en las organizaciones populares. Si no hay ética política, si se deja a la política como simple instrumento de intereses individuales y de grupo, perderá su esencia pública y social. Y si la corrupción continúa su curso, contaminando cada vez más las instituciones políticas, a los gobernantes y a los funcionarios, si sigue creciendo en la sociedad civil, llegará cierto punto en que nos volveremos cínicos y será muy difícil cualquier salvación. Es necesario que este proyecto ético atraviese a toda la sociedad, de abajo hacia arriba, recuperando la ética de la liberación en los movimientos populares, en los partidos y en el Estado y rescate a quienes todavía creen en las transformaciones a favor de la justicia. No obstante, para que eso funcione, tiene que combatirse la corrupción de arriba para abajo.


En este sentido, ser de izquierda no significa tener determinada ideología o doctrina, o estar adscrito a una organización determinada; ser de izquierda es asumir una postura moral firme contra cualquier opresión y contra la desigualdad. Dicho en otras palabras, la ética política de izquierda no busca la venganza del oprimido contra al opresor; busca la justicia, la emancipación frente a cualquier opresión.


c) Crear instituciones de participación. El cambio ético no es posible sólo con una teoría y práctica individuales, para ello son esenciales la política y la democracia. La democracia representativa es un sistema de instituciones de legitimidad que ejercen un poder delegado en los representantes elegidos por el pueblo. Se trata de mecanismos históricamente creados para que los representantes cumplan con las propuestas de la ciudadanía que nacen de sus necesidades cotidianas. Para que esa representación sea legítima, deben cumplirse ciertos requisitos: ser elegido en comicios libres, públicos y simétricos por los ciudadanos involucrados en la correspondiente jurisdicción. Nuestra meta es que todos los ciudadanos y los representantes, asuman principios éticos que fundamenten una actitud subjetiva que los incline a cumplir con sus deberes por convicción, y no sólo por respetar la legalidad. La legitimidad (objetiva en las instituciones y subjetiva en la convicción) garantiza la fuerza del ejercicio democrático del poder delegado de los representantes.


Pero la representación, necesaria por un principio de factibilidad y otras razones, no es, sin embargo, la esencia de la democracia ni su fundamento. La representación es una forma necesaria pero derivada de su fundamento: la participación. La comunidad política se constituye por la participación desde la base. Si nadie participa (por temor o desidia), la política desaparece. Las tiranías crean el terror para inmovilizar a los ciudadanos e impedir que participen. De esa desmovilización se alimenta la dictadura antidemocrática y pone en crisis la representatividad. Por el contrario, la participación del ciudadano crea y constituye la comunidad democrática. La participación en la comunidad hace a ésta activa, fuerte, eficaz. Una comunidad de ciudadanos participativos tiene real poder político y constituye un poder social.


La elección de los representantes es una de las posibles actividades participativas de los ciudadanos; no la única ni la más importante (como insiste cierto liberalismo). La elección de los representantes es como una de las cimas de la participación en una cordillera social de miles de montes y pequeños picos. La participación debe ser diaria, activa, siempre presente, organizada desde la base, y capaz de poner por delante las necesidades de la población y proponer a sus representes su satisfacción. Pero, sobre todo, la participación es fiscalizadora, vigila y corrige a legisladores y gobernantes cuando éstas no observan las propuestas (que son las necesidades no satisfechas) de la comunidad participativa. Permanece viva mientras se practique la a democracia participativa. La participación es un derecho inalienable y fundamento de todo el orden político democrático.


Dado que lo anterior configura un principio básico de moral política, es tarea urgente convertirla en parte de nuestra cultura e institucionalizar la participación para que la comunidad proponga los contenidos y fiscalice las acciones de las instituciones representativas. Hay entonces dos tipos de instituciones diferentes: Las de la democracia representativa que, a falta de control por la soberanía popular, pueden corromperse —y de hecho en México están en franca descomposición. Y las instituciones por crearse de la democracia participativa que en todos los niveles del orden político deben vigilar y castigar a los representantes cuando no cumplen con sus obligaciones. Esos niveles comprenden desde el ámbito de la comunidad (democracia directa), a nivel delegacional o municipal, hasta los órdenes estatales y federal. La democracia participativa debe dotarse de nuevas institucionalidades para ejercer su doble función: hacer escuchar las demandas de los ciudadanos y vigilar a las autoridades públicas con objeto de corregir las desviaciones. Su accionar frente a la representación debe ser cotidiano y permanente, no sólo en el acto puntual de elegir a los representantes (cada tanto tiempo). Así, y de modo mucho más eficaz que mediante la reelección, los representantes estarían siempre evaluados por los ciudadanos y las comunidades.


d) Promover la cultura democrática. La cultura democrática ha sido bloqueada por las prácticas corruptas del sistema de representación vigente. En el marco de una nueva cultura participativa debe cambiarse la costumbre inducida de desmovilizar al pueblo durante los largos intervalos entre elecciones. Esta suspensión de la vida ciudadana es, en buena medida, lo que garantiza que se realicen, una y otra vez, comicios más o menos fraudulentos, inequidades en la financiación y otros vicios que corrompen el único reputado acto participativo de la comunidad política. Ese es el círculo vicioso en que nos movemos. De este modo, ocurre que la opinión pública que tradicionalmente debían tomar como referencia los representantes para formar su juicio político, ha sido ya igualmente corrompida. La “opinión” pública en los medios de comunicación se produce de la misma manera como se fragua y se impone una mercancía, mediante las argucias de la publicidad y la mercadotecnia.


Una cultura democrática participativa permitiría actualizar cotidianamente en los comités de barrio, de base y comunitarios en general, la conciencia responsable de todos los ciudadanos, que se hacen cargo de las tareas locales y de los otros niveles de organización política. Hacerse cargo de dichas responsabilidades no significa siempre ejecutarlas (aunque esto es posible a nivel barrial o comunitario), pero sí estar atentos a proponer lo necesario y, además, a vigilar y corregir. La cultura democrática, en suma, se construye con la participación y el involucramiento del ciudadano en primera persona (también con la educación de los niños desde las escuelas), en la convicción de que el Estado somos todos, la esencia misma de la soberanía popular.


e) Impulsar una visión integral de los derechos humanos. Los derechos humanos son integrales e interdependientes o no son tales. A menudo se destaca que los principios y valores que sustentan a los derechos humanos —tal y como fueron codificados y acordados en la Organización de las Naciones Unidas (ONU) por los Estados nacionales en 1948, y ampliados y enriquecidos hasta hoy— tienen la inestimable cualidad de ser universales. Pero el sentido original de su universalidad queda precisamente menoscabado, cuando no anulado, en todos los casos en que se pretende atenderlos y aplicarlos sólo en algunos de sus componentes. Esto sucede muy frecuentemente cuando se quiere reducirlos prácticamente a los derechos y garantías individuales, despreciando o dejando de lado el campo relativo a los derechos económicos y sociales, así como los que corresponden al plano cultural y colectivo. Al procederse de este modo, el espíritu y el enorme poder moral de los derechos humanos se disuelven y, en la práctica, pierden su universalidad para pasar a ser la visión particular de un grupo, de un enfoque cultural o de un Estado. Ocurre a menudo que la perspectiva particular así asumida, con su moral individualista subyacente, se proclama como la versión “verdadera” de los derechos humanos y se busca imponerla por todos los medios.


Si bien rechazamos los excesos propios del individualismo, creemos que la individualidad debe desplegarse en todo su potencial y debe contar con las mejores condiciones para ello. Sin duda, los derechos civiles y políticos de cada persona deben hacerse plenamente efectivos en una sociedad democrática. Se requiere que aquellos derechos se articulen y armonicen con los demás, especialmente los derechos económicos y sociales, así como los llamados derechos de “nueva generación”: los colectivos y, muy en particular, los derechos culturales. La práctica más nociva ha sido jerarquizar los derechos humanos, regularmente colocando los derechos individuales por encima de los colectivos (derechos socioeconómicos y culturales), y condicionando el ejercicio de los segundos a los imperativos de los primeros. Este proceder termina por favorecer un tipo de sociedad en que ciertos grupos salvaguardan sus derechos y garantías individuales, considerados “primarios” o “sagrados”—y asegurados por el Estado—, mientras que los demás derechos, tan vitales precisamente para los sectores más desfavorecidos, son vistos como derechos “secundarios” que pueden ignorarse o dejarse para mejor ocasión.


Los derechos civiles y políticos no pueden estar por encima del derecho de todos a las mínimas condiciones económicas, al bienestar, a la educación integral, a la protección social, a la propia identidad y todas las condiciones de vida comunitaria que hacen la felicidad de los hombres en sociedad. Poner unos sobre de otros, abona una concepción unilateral e injusta de los derechos y las libertades que termina por servir sólo a unos pocos: precisamente aquellos que tienen los poderes o las riquezas para ejercer su libertad en detrimento de los derechos de los demás (el ejemplo clásico es el de los que ejercen su libertad de prensa, o, mejor, de empresa mediática, en fatal menoscabo de la libertad de expresión y el derecho a la información de todos los demás).


El país tiene un terrible déficit en materia de derechos humanos que debe ser saldado cuanto antes. En el último medio siglo, y muy especialmente en los últimos años, el sistema de derechos humanos ha experimentado saltos cualitativos, sobre todo en materia socioeconómica y cultural. Casi nada de ello se ha reflejado en el país. La mayoría de esos derechos están recogidos por instrumentos internacionales, consensuados en los foros mundiales de los que México forma parte. Sin embargo, ninguno de los gobiernos priistas o panistas ha querido incorporarlos plenamente a la Constitución, como lo han hecho ya otros países, y mucho menos hacerlos plenamente efectivos. Su moral empresarial y utilitaria se los impide. Para nosotros es un imperativo ético dar este paso.


DIVERSIDAD CULTURAL Y DERECHOS DE LOS PUEBLOS



México, como el resto de América Latina, tiene una deuda histórica con sus pueblos originarios. Es ancestral la pobreza, la exclusión y la opresión que han padecido los indígenas. A pesar de que los pueblos indios fueron protagonistas centrales de la Independencia y la Revolución mexicanas, la república que se construyó no los consideró como parte de la nación, los hizo de lado y los trató como una carga. Así, las élites criollas y mestizas reprodujeron la mentalidad colonial de las metrópolis dentro del país. Aun hoy en día, la sociedad, el Estado y las instituciones públicas siguen perpetuando el racismo y el clasismo, sometiendo a los pueblos indios a un verdadero etnocidio que ha diezmado a sus comunidades. Su identidad y fortaleza cultural, organización comunitaria y su dignidad, les han permitido resistir más de 500 años a las injusticias y a la marginación. En la actualidad, los movimientos indígenas en nuestro continente han colocado en la agenda latinoamericana sus demandas y sus culturas, han obligado a los Estados a los otros sectores, a reconocer el carácter pluricultural y plurinacional de nuestras sociedades. Su arraigo a la tierra y sus valores comunitarios son una auténtica reserva moral y cultural para enfrentar los problemas contemporáneos de la actual crisis civilizatoria.


Al mismo tiempo, el impacto de los nuevos movimientos y de nuevos sujetos sociales ha llevado a la reformulación de temas como la igualdad y el derecho a la diferencia, y a los vinculados al renacimiento de las identidades: desde la pluralidad, la igualdad, la justicia y la libertad, hasta cuestiones relativas a la sustentabilidad medioambiental, los recursos naturales, la territorialidad, el patrimonio cultural, la equidad de género, la participación popular, el pluralismo jurídico, la paridad lingüística y las formas de gobierno en las sociedades cultural y étnicamente diversas, como es el caso especialmente de México.


Impactadas por estas tendencias, diversas organizaciones internacionales han elaborado y aprobado documentos importantes sobre diversidad cultural, patrimonio cultural y derechos socioculturales específicos que habrían sido impensables en etapas anteriores. Ejemplos notables son las convenciones de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco) para la Salvaguarda del Patrimonio Cultural Inmaterial, de 2003, y sobre la Protección y la Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales, de 2005, así como la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas”, aprobada en 2007. Este bloque de principios y derechos debe ser incluido en nuestra carta magna y constituir una plataforma medular de la nueva sociedad y el nuevo país que queremos construir. A diferencia de otros países, en materia de reconocimiento de la diversidad, en México no sólo nos hemos quedado empantanados, sino que incluso en varios aspectos hemos retrocedido, a pesar del levantamiento indígena zapatista de 1994 y del protagonismo de los pueblos indígenas que hoy buscan construir su autonomía por vías propias a raíz de las fallidas reformas que tuvieron como fin la incorporación en la Constitución de los acuerdos entre el EZLN y el gobierno federal. En este sentido, es un compromiso irrenunciable el cumplimiento de los Acuerdos de San Andrés.


Requerimos superar el esquema de hegemonía cultural, inclinada durante dos siglos hacia la homogenización mediante la imposición de una única concepción del mundo, pues ésta choca con el pluralismo que permitiría el despliegue de toda la riqueza cultural propia del país.


En la Convención sobre la Protección y la Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales (2005), la Unesco establece que la diversidad cultural “se refiere a la multiplicidad de formas en que se expresan las culturas de los grupos y sociedades”, entendiendo que estas expresiones, como norma, no constituyen unidades estáticas ni aisladas unas de otras, sino que “se transmiten dentro y entre los grupos y las sociedades”. Habría que agregar que la diversidad no se presenta como un conjunto de culturas en perfecto equilibrio, sino como un entramado dinámico de tensiones, presiones mutuas, fricciones y, a veces, conflictos entre valores y estilos de vida.


En ese horizonte, lo cultural no se reduce a las llamadas “bellas artes” o a las actividades e iniciativas de las pequeñas élites privilegiadas. Más bien, de acuerdo con la Declaración Universal sobre la Diversidad Cultural (2001), en la comunidad internacional se afirma el consenso de que “la cultura debe ser considerada como el conjunto de los rasgos distintivos espirituales y materiales, intelectuales y afectivos que caracterizan a una sociedad o a un grupo social” y que ella abarca de manera fundamental “los modos de vida, las maneras de vivir juntos, los sistemas de valores, las tradiciones y las creencias”.


En tal sentido, las actuales sociedades humanas están marcadamente caracterizadas por su diversidad cultural. De hecho, humanidad y diversidad parecen ir de la mano, y no hay visos de que ello vaya a cambiar esencialmente en el horizonte. Esta variedad de condiciones culturales, constituidas por una multitud de etnias y pueblos, totalizan una enorme riqueza en forma de sistemas de organización social, lenguas, símbolos, creencias y saberes tradicionales, a las que se suman constantes innovaciones de todo tipo.


La Constitución Política expresa (artículo 2) que la nación mexicana “tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas”. Esta declaración de principios es el reflejo de una realidad sociocultural cuyo reconocimiento fue largamente aplazado. Recién a principios de los noventa del siglo pasado, bajo una fuerte presión de los pueblos, finalmente la pluralidad de raíz fue incluida en la carta magna. Sin embargo, este reconocimiento ha sido sólo formal y sin efecto práctico. Con independencia de ello, históricamente la diversidad cultural de México está asociada de modo señalado (aunque no exclusivamente) con la presencia de los conglomerados indígenas que se extienden por casi toda la geografía del país.


Prácticamente sin descanso, las políticas públicas aplicadas en el país han golpeado despiadadamente a las comunidades y pueblos, indígenas y no indígenas. Esas políticas son en gran medida responsables de la trayectoria descendente (incluso demográfica) que sufrieron durante décadas los pueblos y comunidades. El indigenismo convencional debe ser considerado parte principal de las diversas fuerzas de todo tipo (desde las socioeconómicas y culturales hasta las políticas) que se conjugaron para buscar la disolución de los pueblos como tales y de sus culturas.


Conviene aclarar que aquí no nos referimos a la noción de sentido común que aplica el calificativo de “indigenista” a las ideas, sentimientos y prácticas que manifiestan aprecio hacia los grupos indígenas y sus expresiones socioculturales. Aplicada a ciertos comportamientos y actitudes, puede resultar válida. Pero la noción teórico-política que utilizamos aquí tiene otro sentido y alude, en rigor, a posiciones y procesos muy diferentes. Se refiere a un conjunto de propuestas teóricas y a las prácticas consecuentes que fundan las políticas de los Estados latinoamericanos, en especial durante el siglo XX. A ese enfoque se le denomina integracionismo, dado que su propósito es “integrar” a los indígenas en la “cultura nacional”, mediante la disgregación de sus sistemas sociales y el despojo de sus recursos. Así considerado, el indigenismo integracionista es todo, menos favorable a la preservación y el florecimiento de los pueblos autóctonos y otras comunidades.


Tales políticas son el reflejo, y en varios sentidos la causa, de la heterogeneidad étnica no resuelta. Los indigenismos estatales que han padecido, y padecen aún, nuestros pueblos, implican políticas concebidas por los no indios, para ser aplicadas a los otros. La consulta y el “consentimiento previo” a los diversos pueblos jamás han sido practicados por esos gobiernos. Aunque varios instrumentos internacionales (incluyendo el Convenio 169 de la OIT y la Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas de la ONU) contienen la norma de la consulta y el consentimiento de los pueblos, los gobiernos han hecho caso omiso de ello (no obstante que sus representaciones ante los organismos internacionales han suscrito y celebrado dichos documentos con gran alharaca). Las políticas de los gobiernos priístas y panistas no han resuelto con justicia las cuestiones que implica la diversidad y, en cambio, han sido extremadamente homogeneizadoras y destructoras de culturas. Dada esta dolorosa experiencia, afirmamos que dichas políticas no son la solución a los problemas que hoy sufren nuestros pueblos y comunidades; más bien, aquéllas son parte de los problemas por encarar.


La promesa original de los gobiernos postrevolucionarios fue, según sus ideólogos, procurar “la integración del indio a la sociedad nacional, con todo y su bagaje cultural”. El balance es completamente diferente. Ninguno de los resultados del integracionismo —aplicado hasta hoy, aunque ahora se disfrace de “multiculturalismo”— avala la meta inicial de respetar las especificidades socioculturales. Al contrario, ha dejado a su paso una trágica estela de disolución cultural, destrucción de identidades, miseria social, despojos, opresión política y conflictos cada vez más agudos.


No es sorprendente entonces que el autonomismo indígena y no indígena se perfile en los años noventa del siglo XX, como una fuerte reacción frente a la política oficial. Contrario a ésta, el autonomismo rechaza las visiones evolucionistas que conciben a los pueblos indígenas como “reminiscencias” o “restos” del pasado incrustados en el presente. Con la autonomía se afirma el derecho de los pueblos no sólo a existir, sino a autodeterminarse; y se replantea su voluntad de ser parte de la nación en nuevas condiciones democráticas y de igualdad.


El principal fundamento de la autonomía es, en efecto, el derecho de los pueblos a la autodeterminación o libre determinación, una potestad que es reconocida ampliamente por los instrumentos internacionales. La autonomía es una forma de ejercicio concreto de este último derecho: un sistema por medio del cual los grupos socioculturales ejercen el derecho a la autodeterminación en el marco de la unidad nacional.


La autonomía sintetiza y articula políticamente las reivindicaciones que plantean los pueblos y, en tal virtud, puede decirse que en la actualidad es su demanda central. La autonomía la conciben como un acuerdo encaminado a redimensionar la nación, a partir de nuevas relaciones entre los pueblos y los demás sectores socioculturales; igualmente, contiene las líneas maestras de los vínculos deseados entre etnias y Estado, como ordenación para cambiar aspectos básicos de la política, la economía y la cultura del país en un sentido democrático, tolerante e incluyente. Así entendida, la autonomía es una pieza maestra de la construcción de la democracia que nos proponemos.


La autonomía busca ir más allá de la igualdad formal que proclamaron las políticas integracionistas. En las sociedades concretas, la desigualdad que padecen las etnias se expresa como una asimetría negativa. La autonomía no propone instituir una simetría ficticia o igualdad meramente formal (como ha sido la usanza liberal en Latinoamérica), sino poner en operación un conjunto de nuevas relaciones para configurar una asimetría positiva que, precisamente por sus efectos compensadores, establece los requisitos para el logro de la igualdad real. La experiencia histórica muestra que la igualdad formal entre desiguales sólo profundiza la desigualdad. Para alcanzar la igualdad entre desiguales es preciso que, durante una fase determinada, los menos favorecidos reciban no igual, sino más reconocimiento de derechos específicos, más garantías, más apoyos, más recursos, etcétera. El espíritu de la autonomía supone poner en práctica la solidaridad y la fraternidad que han estado de hecho excluidas de la vida nacional.


La autonomía amplía la plataforma de derechos, incorporando el vasto campo de los derechos colectivos, los cuales deben armonizarse con el ejercicio de los derechos individuales. El referente primario de los derechos colectivos es la colectividad misma. El derecho colectivo por excelencia es el derecho a la autodeterminación. Este es un derecho que sólo puede ser ejercido colectivamente por una comunidad, pueblo o nacionalidad. No es sorprendente, por tanto, que del derecho a la autodeterminación se desprendan los demás derechos colectivos considerados fundamentales, como lo hace la ONU en su Declaración de 2007: derechos territoriales, culturales, a los recursos, a las instituciones propias en la esfera económica, a la participación política, etcétera. La Comisión Económica para América Latina (Cepal), por su parte, ha recordado que las “normas internacionales básicas relativas a los derechos colectivos de los pueblos indígenas responden a las siguientes categorías: i) derecho a la no discriminación; ii) derecho a la integridad cultural; iii) derechos de propiedad, uso, control y acceso a las tierras y los recursos; iv) derecho al desarrollo y bienestar social, y v) derechos de participación política, consentimiento libre, previo e informado”.
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